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Observaciones y recomendaciones al Comentario general núm. 37, artículo 21: derecho de reunión pacífica
Introducción 

El Comité de Derechos Humanos elaboró y discutió el Comentario General No. 37 sobre el artículo 21 del Pacto Internacional para los Derechos Civiles y Políticos, relativo al derecho a la reunión pacífica, y sus restricciones previstas por la ley.  En este contexto, se invitó a las INDH y a otros actores relevantes a revisar el documento borrador del Comentario General y hacer observaciones que se consideren pertinentes, las mismas que serán revisadas en la sesión No. 128 del Comité. 
La Defensoría del Pueblo de Ecuador- DPE como la Institución Nacional de Derechos Humanos, encargada de velar por la promoción, protección y tutela de los derechos de todas las personas en el territorio nacional, de las ecuatorianas y los ecuatorianos en el exterior y de los derechos de la naturaleza,
 remite observaciones y recomendaciones pertinentes para garantizar el derecho a la reunión pacífica en contextos de sociedades democráticas, a la luz de la experiencia ecuatoriana, específicamente del paro nacional suscitado desde el 3 hasta el 13 de octubre de 2019, en el que el gobierno ecuatoriano declaro estado de excepción por 60 días a nivel nacional  (que posteriormente se redujo a 30 días) y en el que además se suspendieron y/o limitaron los derechos de reunión, asociación y libertad de tránsito.
 

Para el efecto, el documento se organiza conforme los apartados del Comentario General Número 37, específicamente se concentra en las siguientes temáticas: observaciones generales, alcance del derecho a la reunión pacífica, la obligación de los Estados partes en relación al derecho de reunión pacífica, deberes y poderes de los organismos encargados de hacer cumplir la ley y reuniones durante los estados de emergencia y conflictos armados. De requerir más información, por favor, tome contacto con la Dirección Nacional de Investigación e Incidencia en Política Pública al correo dniipp@dpe.gob.ec o al teléfono (593) 02 330 1112, ext. 2511, 2519, 2518. 
Observaciones y recomendaciones al Comentario General núm. 37
· Observaciones generales

Se recomienda incluir un párrafo adicional que mencione lo siguiente: producto de la movilización para la asistencia a los y las manifestantes y sus familias, pueden desarrollarse zonas de paz o de acogida. Las zonas de paz o de acogida, son espacios de atención humanitaria creados para proveer de alimentación, asistencia médica y morada a los y las manifestantes, y sus familias. Estos espacios pueden ser facilitados y aperturados por universidades, iglesias, entre otros y constituyen una respuesta de la sociedad civil organizada, frente a contextos de conmoción social. 

Dichas zonas de paz o de acogida, deben estar protegidas en virtud del artículo 21. Adicionalmente, los Estados deberán tomar medidas especiales orientadas a garantizar el interés superior del niño y prestar atención especializada y oportuna a las personas que experimentan condiciones de vulnerabilidad y que habitan en estas zonas de paz o de acogida. Por tanto, las fuerzas públicas deberán propender de manera irrestricta, al resguardo de dichas zonas, y precautelará los derechos de los manifestantes y sus familias, de posibles abusos de poder de agentes estatales o no estatales; así como, del personal que brinde asistencia humanitaria. 
· Alcance del derecho de reunión pacífica
En el párrafo 20, referente a la violencia cometida por las autoridades, se recomienda incluir también como violencia, la difusión de narrativas o mensajes discriminatorios a razón de su etnia, género, entre otros, contra los participantes de una reunión pacífica, acciones que tienden a profundizar las tensiones y conflictividad. 
En el párrafo 21, que cita lo siguiente “…o si los mismos líderes u organizadores de la reunión trasmiten dicho mensaje, la participación en la reunión como tal ya no está protegida en virtud del artículo 21.” En este sentido, se sugiere incorporar posteriormente lo siguiente: Para el efecto, el mensaje transmitido por los medios de comunicación, referente a los líderes u organizadores de la reunión, no debe ser tergiversado de manera deliberada por los medios de comunicación. 
· La obligación de los Estados partes en relación al derecho de reunión pacífica
En el párrafo 34, que   señala el papel de los periodistas, de los defensores de derechos humanos y de otras personas que participan en la observación de las reuniones pacíficas, debe incorporarse que incluso otros manifestantes pueden limitar el derecho de los periodistas o defensores de los derechos humanos a observar y documentar los hechos o incurrir en otras potenciales afectaciones a la libertad de expresión. 
Adicionalmente se recomienda incluir en este párrafo lo siguiente: Los Estados deberán implementar las medidas necesarias de protección para los periodistas, comunicadores y personas defensoras de derechos humanos que sufren represalias, hostigamiento, estigmatización y agresiones de cualquier tipo, a causa de su labor informativa en el marco de movilizaciones públicas. 

· Deberes y poderes de los organismos encargados de hacer cumplir la ley

En el párrafo 92, se menciona lo siguiente: 
Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley responsables de la vigilancia en reuniones deben estar equipados debidamente, incluso, cuando se requiera, con armas menos mortíferas apropiadas y con un equipo de protección personal adecuado. Los Estados partes deben velar por que todas las armas, incluyendo las menos mortíferas, sean sometidas a controles independientes estrictos y deben evaluar y controlar el impacto que ocasionan en los derechos a la vida y a la integridad corporal, así como al bienestar mental de los afectados.
 Al respecto, recomendamos que, bajo los principios de legalidad, absoluta necesidad y proporcionalidad, los Estados en la medida de lo posible utilicen medios no violentos, antes de recurrir al uso de la fuerza. Asimismo, los Estados deben garantizar y supervisar que los agentes encargados de la fuerza pública, a quiénes se les ha atribuido el uso legítimo de la fuerza, respeten el derecho a la vida  y la integridad  personal de los manifestantes. 
· Reuniones durante los estados de emergencia y conflictos armados
En el párrafo 107, se indica lo siguiente:  

En el artículo 4.2) del Pacto, el derecho de reunión pacífica no se enumera como derecho que no puede suspenderse, pero no se pueden suspender algunos de los derechos que pueden ser aplicables a las reuniones, como los previstos en los artículos 6, 7 y 18. Si los Estados se apartan del Pacto, por ejemplo, en respuesta a una manifestación masiva que incluya actos de violencia, deben poder justificar no solo que dicha situación constituye una amenaza a la vida de la nación, sino también que todas las medidas que suspenden la aplicación de las disposiciones del Pacto son estrictamente necesarias según las exigencias de la situación.”  
Frente a lo cual, se recomienda incluir lo siguiente: Además, de los artículos previstos en el Pacto, en contextos de estados de emergencia y conflictos armados, los Estados parte no suspenderán y/o limitaran los derechos previstos en el artículo 27 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José). 
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� De acuerdo al artículo 2 de la Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, Publicada en Registro Oficial suplemento 481 de 06 de mayo de 2019. 


� Conforme lo determinaron los Decretos Ejecutivos No. 884 publicado el 3 de octubre de 2019 (que declara el Estado de excepción) y Decreto Ejecutivo No. 888 publicado el 8 de octubre de 2019 (que traslada la sede de gobierno a la ciudad de Guayaquil).





